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SCI-898-2012
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio C. Calvo A, Rector
Licda. Hannia Durán, Jefa de Área, Comisión Permanente 
Especial de Ambiente de la Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
07 de noviembre del 2012

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2792 Artículo 14, del 07 de noviembre del 2012. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de Ley “Aprobación del Protocolo de Nagoya sobre acceso a los recursos genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización al Convenio sobre la Diversidad Biológica”, Expediente No. 18.372



Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. En Sesión Ordinaria No. 2778 del Consejo Institucional, celebrada el 16 de agosto de 2012, se conoce la propuesta del Proyecto de Ley “Aprobación del Protocolo de Nagoya sobre acceso a los recursos genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización al Convenio sobre la Diversidad Biológica”, Expediente No. 18.372 y se dispone solicitar el criterio a la Escuela de Ingeniería Forestal, Escuela de Biología y Escuela de Agronomía. 

2. Mediante oficio SCI-614-2012, del 16 de agosto de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Dr. Ruperto Quesada, Director de la Escuela de Ingeniería Forestal, M.Sc. Ileana Moreira, Directora de la Escuela de Biología y al Ing. Alberto Camero, Director de la Escuela de Agronomía, se solicita criterio técnico sobre el Proyecto de Ley “Aprobación del Protocolo de Nagoya sobre acceso a los recursos genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización al Convenio sobre la Diversidad Biológica”.

3. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio FO-378-2012, del 29 de agosto de 2012, suscrito por el Dr. Ruperto Quesada Monge, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual informa que el Consejo de Escuela en Sesión Ordinaria No. 22-2012, Artículo 11, celebrada el 27 de agosto de 2012, aprobó las siguientes consideraciones en relación al Proyecto de Ley “Aprobación del Protocolo de Nagoya sobre acceso a los recursos genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización al Convenio sobre la Diversidad Biológica, y que dicen:
“Consideraciones generales:

Costa Rica ha sido pionero en el establecimiento del marco legal que regula la protección, bioprospección, uso y distribución de beneficios derivados del uso de los recursos genéticos y bioquímicos. Por tanto, el tema expuesto en el Protocolo de Nagoya no es ajeno a nuestro conocimiento y marco jurídico. Lo anterior, por cuanto no representa inconvenientes para su implementación a nivel de país.

En vista que Costa Rica comparte con Panamá áreas silvestres protegidas con estatus de Parque Internacional y que en dichos sitios habitan pueblos indígenas que se mueven libremente por los territorios de ambos países, el Protocolo de Nagoya viene a ser un instrumento legal para nuestro país, que a futuro podría funcionar para mediar ante conflictos de intereses. Dichos conflictos podrían relacionarse con el desarrollo de investigaciones que tengan que ver con el acceso a recursos genéticos y bioquímicos (en las cuales se deba de compartir derechos de autor, transferencia de tecnologías y conocimientos, participación de pueblos indígenas, inversiones en conservación, repartición de royalties, entre otros). De igual manera, esto aplicaría con Nicaragua en el momento en que se establezcan proyectos o convenios de investigación.

Dado que entre Costa Rica y Panamá ya existen proyectos transfronterizos que trabajan con las comunidades en el Caribe Sur, el Protocolo da un asidero legal que al igual que el párrafo supra, sienta las bases para compartir investigación, beneficios y propiedad en materia de acceso a recursos de la biodiversidad. Lo anterior aunado a que nuestro país posee años de experiencia en el tema de uso de los recursos de la biodiversidad para fines de investigación básica y bioprospección, asociado a ello, procesos de negociación y repartición de beneficios aseguran la experiencia necesaria en el tema y el registro de muchos de los recursos. Paralelamente, Costa Rica es un país que ha establecido leyes en temas indígenas, donde se han definido límites territoriales y sus derechos, esto implica que la puesta en marcha del Protocolo deja por sentado y en el papel sus derechos a nivel internacional. El Protocolo, consiste en un avance importante en materia de repartición de beneficios y derechos de pueblos indígenas.

El Protocolo de Nagoya viene a facilitar el intercambio de germoplasma entre países, de las especies contempladas en el Anexo 1 del Tratado Internacional de Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y Agricultura.

Otras consideraciones específicas:

El Artículo 11, que habla de compartir entre las partes cuando un mismo recurso exista in situ entre varias partes, para el caso de Costa Rica queda la duda sobre las implicaciones que tendría en un dado caso de lograr obtener beneficios sobre recursos que en el pasado, presente o futuro sean generados de proyectos establecidos directamente en el país y que se encuentran fuera de territorios indígenas declarados por el Gobierno de Costa Rica.

La omisión de territorialidad dentro del Protocolo, deja descubiertas las áreas marinas que en términos de pertenencia hacia un país u otro deja un gran vacío. La ambigüedad que posee el Protocolo (expuesta por expertos nacionales en el tema), es un punto a considerar si de ratificar el Protocolo de Nagoya se trata”.


4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio EB-755-2012, del 09 de octubre de 2012, suscrito por la M.Sc. Ileana Moreira González, Directora de la Escuela de Biología, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta el criterio técnico emitido por la Escuela de Biología con respecto al Proyecto de Ley “Aprobación del Protocolo de Nagoya, sobre acceso a los recursos genéticos y participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización al convenio sobre la Diversidad Biológica”, el que en lo conducente dice:

“Según el análisis realizado del Expediente N° 18.372., se acuerda apoyar la aprobación del proyecto de Ley, ya que dicho documento constituye el primer paso para la implementación del tercer objetivo del Convenio sobre la Diversidad Biológica que estipula la justa y equitativa distribución de los beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos y conocimientos tradicionales asociados. El Convenio sobre la Diversidad Biológica fue firmado e incorporado en nuestro país mediante la Ley N.º 7416 del 28 de julio de 1994. Además, Costa Rica ya es signataria del Protocolo de Nagoya desde julio del 2011 y el Proyecto de Ley viene a dar la ratificación de este compromiso previo. 

Este criterio se fundamentó en el hecho de que la aprobación del Protocolo de Nagoya sobre el Acceso a los Recursos Genéticos y Participación Justa y Equitativa en los Beneficios que se deriven de su Utilización (en adelante Protocolo de Nagoya), busca la participación justa y equitativa en los beneficios (monetarios y no monetarios, enlistados en el Anexo del Protocolo de Nagoya) que se deriven de la utilización de los recursos genéticos, entendiendo como utilización las actividades de investigación y desarrollo sobre la composición genética y/o composición bioquímica de los recursos genéticos, incluyendo mediante la aplicación de biotecnología. El Protocolo de Nagoya se aplicará también a los conocimientos tradicionales asociados a los recursos genéticos y a los beneficios que se deriven de la utilización de dichos conocimientos. 

Los términos justo y equitativo que se aplican para los beneficios derivados del uso, aplicación y comercialización de los recursos genéticos, son relativos y subjetivos, por cuanto quedan sujetos a las negociaciones entre Partes de las condiciones mutuamente acordadas. Para ello, tal y como lo estipula el Protocolo de Nagoya en su Artículo 5, el país deberá adoptar medidas legislativas, administrativas o de política, para asegurar de forma eficaz y eficiente esa justicia y equidad en el goce de dichos beneficios.
 
El Protocolo de Nagoya hace especial énfasis en los beneficios derivados del uso de los recursos genéticos que están en posesión de comunidades indígenas y locales. La Ley N° 7788 (Ley de Biodiversidad) ya contempla dentro de sus objetivos (Artículo 10), la regulación del acceso y la distribución equitativa de los beneficios sociales, ambientales y económicos para todos los sectores de la sociedad, con atención especial a las comunidades locales y pueblos indígenas. También pretende reconocer y compensar los conocimientos, las prácticas y las innovaciones de los pueblos indígenas y de las comunidades locales para la conservación y el uso ecológicamente sostenible de los elementos de la biodiversidad. Asimismo la Ley de Biodiversidad, en su artículo 82, define los derechos intelectuales comunitarios sui géneris, como los conocimientos, las prácticas e innovaciones de los pueblos indígenas y las comunidades locales, relacionadas con el empleo de los elementos de la biodiversidad y el conocimiento asociado. Este derecho existe y se reconoce jurídicamente por la sola existencia de la práctica cultural o el conocimiento relacionado con los recursos genéticos y bioquímicos; no requiere declaración previa, reconocimiento expreso ni registro oficial; por tanto, puede comprender prácticas que en el futuro adquieran tal categoría.

En cuanto al acceso a los recursos genéticos, el Protocolo de Nagoya en su artículo 6 también indica sobre la adopción de medidas para que se obtenga el consentimiento fundamentado previo a la aprobación y participación de las comunidades indígenas y locales, cuando tengan derecho establecido a otorgar dicho acceso. La Ley de Biodiversidad en los Artículos 63, 64 y 65 se refiere a un consentimiento previamente informado de los representantes del lugar donde se materializa el acceso, y es la Comisión Nacional para la Gestión de la Biodiversidad (CONAGEBio), por medio de su Oficina Técnica, la encargada de coordinar, con las Áreas de Conservación, el sector privado, los pueblos indígenas y las comunidades campesinas, lo relativo al acceso a los recursos genéticos.
 
El Protocolo de Nagoya, en artículo 7, considera el tema de acceso a conocimientos tradicionales asociados a recursos genéticos, en el que nuevamente se indica que las Partes, de conformidad con las leyes nacionales, debe adoptar medidas para asegurar que se acceda a los conocimientos tradicionales asociados a recursos genéticos que están en posesión de comunidades indígenas y locales con el consentimiento fundamentado previo o la aprobación y participación de dichas comunidades indígenas y locales, y que se hayan establecido condiciones mutuamente acordadas. La Ley de Biodiversidad, en su artículo 83, menciona sobre un proceso participativo para determinar la naturaleza y los alcances de los derechos intelectuales comunitarios sui géneris, que por medio de la Oficina Técnica de la CONAGEBio y en asocio con la Mesa Indígena y la Mesa Campesina, deberá definir un proceso participativo con las comunidades indígenas y campesinas, pera determinar la naturaleza, los alcances y requisitos de estos derechos para su normación definitiva. La CONAGEBio y las organizaciones involucradas dispondrán la forma, la metodología y los elementos básicos del proceso participativo. Así, en el artículo 84 se indica que se deberán inventariar los derechos intelectuales comunitarios sui géneris específicos que las comunidades solicitan proteger, quedando reconocidos en el Registro de la Oficina Técnica de la CONAGEBio, voluntaria y gratuitamente. 

Con respecto al uso del derecho intelectual comunitario sui géneris, el artículo 85 de la Ley de Biodiversidad, señala un proceso participativo por medio del cual se determinará la forma en que este derecho será utilizado y quien ejercerá su titularidad; asimismo, se identificará a los destinatarios de sus beneficios. Lo anterior es congruente con lo estipulado en el artículo 12 del Protocolo de Nagoya, que indica sobre la participación efectiva de las comunidades indígenas y locales pertinentes, para establecer los mecanismos para informar a los posibles usuarios de conocimientos tradicionales asociados a recursos genéticos acerca de sus obligaciones, incluidas las medidas que se den a conocer a través del Centro de Intercambio de Información sobre Acceso y Participación en los Beneficios para el acceso a dichos conocimientos y la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de estos. Este Centro es un aspecto 
nuevo que debe instaurarse en el país, por lo que sería conveniente establecerlo en el seno de la CONAGEBio. 
El Protocolo de Nagoya (Artículo 11), como novedad, contempla casos en que los mismos recursos genéticos se encuentren in situ dentro del territorio de más de una Parte y casos en que los mismos conocimientos tradicionales asociados a recursos genéticos son compartidos por una o más comunidades indígenas y locales en varias Partes. Otros elementos novedosos que incluye el Protocolo de Nagoya son los mecanismos de monitoreo del uso de los recursos genéticos a través de los certificados de legal procedencia y los puntos de verificación; las medidas de cumplimiento con las legislaciones nacionales de acceso de los proveedores; disposiciones para facilitar los términos mutuamente acordados entre Partes; la creación de un fondo multilateral para distribuir beneficios en casos donde no es posible identificar el origen de los recursos, entre otros aspectos. Esto elementos deben tomarse en cuenta para normarse y cumplir así con la legislación internacional”.

5. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio EB-797-2012, del 18 de octubre de 2012, suscrito por la M.Sc. Ileana Moreira González, Directora de la Escuela de Biología, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta otras apreciaciones obtenidas de la consulta al Lic. Jorge Cabrera Medaglia, profesor del Curso de Biotecnología Ambiental.  Cabe señalar que el Lic. Cabrera es uno de los expertos representantes del país en la reciente COP-MOP realizada en la India, las cuales dicen:

 “1. En general en temas de acceso a distribución de beneficios la normativa nacional existente es congruente con lo dispuesto por el Protocolo. 
2. Los principales puntos a ser regulados se refieren a los temas de la verificación de la utilizacion ( monitoreo), determinado los puntos de verificación y las sanciones, etc; medidas para apoyar el cumplimiento con la legislación nacional de otros países; algunos aspectos relacionados con el conocimiento tradicional tales como la definición del alcance del derecho consuetudinario y de los protocolos comunitarios; el uso del mecanismo de intercambio de información para notificar permisos, que se convierten entonces en el certificado internacionalmente reconocido de cumplimiento; y las consideraciones de los recursos genético y conocimiento compartidos.
3. Otros temas de interés y positivos para la academia en particular es la posibilidad de procedimientos simplificados para usos no comerciales del articulo 8. 
4. Igualmente, el protocolo permitirá (de hecho ya lo hace) contar con acceso a recursos para la creación y desarrollo de capacidades (artículos 22 y 23 del Protocolo). 
5. En general su ratificación resulta positiva por la seguridad jurídica que brinda a usuarios y proveedores y los posibles recursos de cooperación, pero el país debe poner atención a las áreas indicadas donde no tenemos o es insuficiente la legislación actual. 
6. Un punto de forma al mencionar el fondo multilateral en realidad se trataría (aun no se ha decidido si se crea) de un mecanismo no un fondo, puede ser una plataforma, etc.

6. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio SIGA-46-2012, del 26 de octubre de 2012, suscrito por la M.Sc. Teresa Salazar Rojas, Coordinadora del Sistema de Gestión Ambiental (SiGA), dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual indica que las instancias Institucionales con mayor criterio sobre la temática en relación son las Escuelas de Forestal, Biología y la Carrera de Biotecnología.

7. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio Asesoría Legal-637-2012, del 26 de octubre de 2012, suscrito por la M.Sc. Grettel Ortiz Álvarez, Directora de Asesoría Legal, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite el criterio sobre el Proyecto de “Ley Aprobación del Protocolo de Nagoya sobre Acceso a los Recursos Genéticos y Participación Justa y Equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización al convenio sobre la Diversidad Biológica”, y que dice:


“I-CONSIDERACIONES GENERALES

Para analizar el presente proyecto de ley se hace necesario indicar que este Protocolo obedece al Convenio sobre Diversidad Biológica (CDB) producido en la Cumbre de la  celebrada en Río de Janeiro en junio de 1992. Aprobado por Costa Rica, por medio de la Ley 7416 y que entra en vigencia el 28 de julio de 1994.
Es atribución de la Asamblea Legislativa  aprobar o improbar este tipo de instrumentos internacionales.[footnoteRef:0] [0:  Constitución Política de Costa Rica. Atribuciones de la Asamblea Legislativa Artículo 121.- Además  delas otras atribuciones que le confiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa: 
(…)” 4) Aprobar o improbar los convenios internacionales, tratados públicos y concordatos.
Los tratados públicos y convenios internacionales, que atribuyan o transfieran determinadas competencias a un ordenamiento jurídico comunitario, con el propósito de realizar objetivos regionales y comunes, requerirán la aprobación de la Asamblea Legislativa, por votación no menor de los dos tercios de la totalidad de sus miembros.
No requerirán aprobación legislativa los protocolos de menor rango, derivados de tratados públicos o  convenios internacionales aprobados por la Asamblea, cuando estos instrumentos autoricen de modo expreso tal derivación.”
(…)] 


Igualmente consideramos importante aclarar que el procedimiento legislativo para instrumentos internacionales como el presente,  es diferente a los proyectos de Ley   nacional ya que en el caso que nos ocupa los diputados y las diputadas se limitan a aprobar o improbar, no se puede modificar el convenio tal y  como se hace normalmente con los proyectos de ley,  vía moción.

El convenio de acuerdo al artículo 1 tiene como objetivos principales “… la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa de los  beneficios  que se deriven de la utilización  de los  recursos genéticos, mediante, entre otras cosas, un acceso adecuado a esos  recursos y una transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes teniendo en cuenta todos los derechos sobre esos recursos y a esas tecnologías, así como mediante una financiación adecuada”.

Es hasta en octubre de 2010 que en la décima reunión de la Conferencia de las Partes celebrada en Nagoya, Japón se adoptó el Protocolo de análisis  que  viene a ser un complemento  al  Protocolo de Cartagena  relacionado con Seguridad  de la Biotecnología.  Dentro de las características,  del Protocolo de Nagoya esta la responsabilidad  que deben asumir las partes ante riesgos asociados a los organismos vivos modificados así como la obligación de cumplir condiciones de cooperación mutuamente acordadas.

Este nuevo protocolo suplementario de Nagoya (Japón) obliga a las partes a asumir responsabilidades e indemnizar en caso de que se materialicen los riesgos asociados a los organismos vivos modificados.  Es importante además  el acceso a los conocimientos tradicionales de las comunidades indígenas  cuando dichos conocimientos tengan relación con recursos genéticos, fortaleciendo  a estas comunidades para su beneficio. En igual sentido y de no menos importancia se establecen incentivos que permiten conservarla diversidad biológica con un sentido de protección y sostenibilidad 

 En sí, el Protocolo viene a ser un complemento de la Convención ratificada por nuestro país-  Los primeros artículos al igual que los últimos  comprende la parte formal característico  de estos instrumentos internacionales. El artículo 5 al 13 de este Protocolo,  comprende la distribución equitativamente los beneficios derivados de la biodiversidad,  así como las medidas que cada legislación debe tomar  para regular el acceso a los recursos genéticos 
 
La cooperación internacional se encuentra comprendida en los artículos 10, 11, y 14, y a partir del artículo 15 al 23  encontramos las obligaciones de los Estados Parte las cuales deben de plasmarse en la legislación propia.

II-CONCLUSION:

En conclusión se considera importante la aprobación por parte de Costa Rica,  de este Protocolo como complemento del Convenio sobre Diversidad Biológica y  del Protocolo de Cartagena  así como de otros instrumentos internacionales porque el  mismo enriquece la legislación en materia ambiental, con lo cual nos coloca como un país comprometido con la protección de la biodiversidad”.

ACUERDA: 

a. Pronunciarse a favor del Proyecto de Ley “Aprobación del Protocolo de Nagoya sobre Acceso a los Recursos Genéticos y Participación Justa y Equitativa en los beneficios que se deriven de su utilización al Convenio sobre la Diversidad Biológica”, Expediente No. 18.372.

b. Instar al Departamento de Servicios Parlamentarios, para que analice y considere las recomendaciones emitidas por los entes técnicos de esta Institución; citados en los considerandos 3, 4,5 y 6, de este acuerdo.

c. Comunicar. ACUERDO FIRME.
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